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AL-DEST- IJU- 249-2019 

 
INFORME JURÍDICO 

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL 

“TRASLADO DE COMPETENCIAS A LAS MUNICIPALIDADES PARA QUE 
APRUEBEN SUS LICENCIAS PARA ACTIVIDADES LUCRATIVAS Y NO 

LUCRATIVAS, TASAS Y DEMÁS CONTRIBUCIONES” 

Expediente Nº 20.991 

 

I. RESUMEN DEL PROYECTO 

 

El proyecto de reforma constitucional propone modificar el inciso 13) del artículo 121 
de la Constitución Política, para eliminar de las atribuciones de la Asamblea 
Legislativa, la autorización de impuestos municipales. 

Además, se modifica el artículo 174 constitucional con el fin de otorgar la facultad a 
cada municipalidad, de aprobar sus tarifas de licencias para actividades lucrativas 
y no lucrativas, así como las demás tasas y contribuciones. 

Asimismo, se señala que los regidores de los entes territoriales tendrán 
responsabilidad civil y/o penal por las faltas que comentan en ejercicio de la 
potestad señalada. 

Adicionalmente, se establece como deber y atribución de la Contraloría General de 
la República, examinar las tarifas de licencias para actividades lucrativas y no 
lucrativas, así como las demás tasas y contribuciones que establezcan las 
municipalidades. 
 
Por último, se incorpora un transitorio en el cual se señala que las leyes de 
impuestos municipales que se encuentren vigentes, a la fecha de entrada en rigor 
de esta reforma, mantendrán su condición siempre que el respectivo concejo 
municipal no acuerde una variación.  
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II. ASPECTOS DE FONDO 

 2.1 Autonomía  Municipal1 

 

El artículo 169 de la Constitución Política establece que la administración de los 
intereses locales en cada cantón, estará a cargo de un Gobierno Local, formado por 
un cuerpo deliberante, integrado por regidores municipales de elección popular y un 
funcionario ejecutivo. 

De conformidad, el artículo 1 del Código Municipal, Ley N° 7794 de 30 de abril de 
1998 y sus reformas, señala que el municipio “está constituido por el conjunto de 
vecinos residentes en un mismo cantón, que promueven y administran sus propios 
intereses por medio del Gobierno Municipal”.  El Gobierno Local, según el artículo 
12 de esa Ley es lo que se conoce como Concejo Municipal.  

En relación con la naturaleza jurídica y las atribuciones de las corporaciones 
municipales, la Constitución Política en el artículo 170 señala que estas son 
autónomas. 

Sobre la autonomía municipal la Sala Constitucional ha señalado lo siguiente: 

“IV.- AUTONOMÍA MUNICIPAL GENERALIDADES. Gramaticalmente, es usual que 
se diga que el término ‘autonomía’, puede ser definido como ‘la potestad que dentro 
del Estado pueden gozar municipios, provincias, regiones u otras entidades de él, 
para regir intereses peculiares de su vida interior, mediante normas y órganos de 
gobierno propios’. Desde un punto de vista jurídico-doctrinario, esta autonomía debe 
ser entendida como la capacidad que tienen las Municipalidades de decidir 
libremente y bajo su propia responsabilidad, todo lo referente a la organización de 
determinada localidad (el cantón, en nuestro caso). Así, algún sector de la doctrina 
ha dicho que esa autonomía implica la libre elección de sus propias autoridades; la 
libre gestión en las materias de su competencia; la creación, recaudación e inversión 
de sus propios ingresos; y específicamente, se refiere a que abarca una autonomía 
política, normativa, tributaria y administrativa, definiéndolas, en términos muy 
generales, de la siguiente manera: autonomía política: como la que da origen al 
autogobierno, que conlleva la elección de sus autoridades a través de mecanismos 
de carácter democrático y representativo, tal y como lo señala nuestra Constitución 
Política en su artículo 169; autonomía normativa: en virtud de la cual las 
municipalidades tienen la potestad de dictar su propio ordenamiento en las materias 
de su competencia, potestad que en nuestro país se refiere únicamente a la potestad 
reglamentaria que regula internamente la organización de la corporación y los 
servicios que presta (reglamentos autónomos de organización y de servicio); 
autonomía tributaria: conocida también como potestad impositiva, y se refiere a que 

                                                             
1Tomado del Oficio Nº ST -069-2015, Informe Jurídico del proyecto de ley Nº 19197, “Licencias para actividades lucrativas y no lucrativas 
del cantón de Guácimo”, elaborado por Karina Montoya Cubillo, supervisado por Alex Piedra Sánchez y autorizado por Fernando 
Campos Martínez, Director, a.i. 
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la iniciativa para la creación, modificación, extinción o exención de los tributos 
municipales corresponde a estos entes, potestad sujeta a la aprobación señalada en 
el artículo 121, inciso 13 de la Constitución Política cuando así corresponda; y 
autonomía administrativa: como la potestad que implica no sólo la autonormación, 
sino también la autoadministración y, por lo tanto, la libertad frente al Estado para la 
adopción de las decisiones fundamentales del ente. Nuestra doctrina, por su parte, 
ha dicho que la Constitución Política (artículo 170) y el Código Municipal (artículo 7 
del Código Municipal anterior, y 4 del vigente) no se han limitado a atribuir a las 
municipalidades de capacidad para gestionar y promover intereses y servicios 
locales, sino que han dispuesto expresamente que esa gestión municipal es y debe 
ser autónoma, que se define como libertad frente a los demás entes del Estado para 
la adopción de sus decisiones fundamentales. Esta autonomía viene dada en directa 
relación con el carácter electoral y representativo de su Gobierno (Concejo y Alcalde) 
que se eligen cada cuatro años, y significa la capacidad de la municipalidad de fijarse 
sus políticas de acción y de inversión en forma independiente, y más 
específicamente, frente al Poder Ejecutivo y del partido gobernante. Es la capacidad 
de fijación de planes y programas del gobierno local, por lo que va unida a la potestad 
de la municipalidad para dictar su propio presupuesto, expresión de las políticas 
previamente definidas por el Concejo, capacidad que, a su vez, es política. Esta 
posición coincide con la mayoritaria de la doctrina, en la que se ha dicho que el rango 
típico de la autonomía local reside en el hecho de que el órgano fundamental del ente 
territorial es el pueblo como cuerpo electoral y de que, consiguientemente, de aquél 
deriva su orientación política-administrativa, no del Estado, sino de la propia 
comunidad, o sea, de la mayoría electoral de esa misma comunidad, con la 
consecuencia de que tal orientación política puede diverger de la del Gobierno de la 
República y aún contrariarla, ahí donde no haya correspondencia de mayorías entre 
la comunidad estatal y la local; o bien, que la autonomía política es una posición 
jurídica, que se expresa en la potestad de conducir una línea política propia entendida 
como posibilidad, en orden a una determinada esfera de intereses y competencias, 
de establecer una línea propia de acción o un programa propio, con poderes propios 
y propia responsabilidad acerca de la oportunidad y la utilidad de sus actos. (...)”  

Es importante comprender, que la afirmación positiva de la autonomía se entiende 
como la libertad en el manejo de los asuntos propios o "locales", mientras que desde 
la perspectiva negativa representa la imposibilidad del Estado de inmiscuirse o influir 

sobre el ejercicio de las competencias municipales. 2 

De acuerdo con el artículo 4 de la Ley Nº 7794, la municipalidad con fundamento en 
la autonomía municipal desarrolla, al menos, las siguientes atribuciones: 

“Artículo 4.-La municipalidad posee la autonomía política, administrativa y financiera 
que le confiere la Constitución Política. Dentro de sus atribuciones se incluyen las 
siguientes://a) Dictar los reglamentos autónomos de organización y de servicio, así 
como cualquier otra disposición que autorice el ordenamiento jurídico. //b) Acordar 
sus presupuestos y ejecutarlos. //c)   Administrar y prestar los servicios públicos 
municipales. //d) Aprobar las tasas, los precios y las contribuciones municipales, así 
como proponer los proyectos de tarifas de impuestos municipales. //e)   Percibir y 

                                                             
2 Dictamen C-449-2007 de 17 de diciembre del 2007, Procuraduría General de la República. 
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administrar, en su carácter de administración tributaria, los tributos y demás ingresos 
municipales.//f)   Concertar, con personas o entidades nacionales o extranjeras, 
pactos, convenios o contratos necesarios para el cumplimiento de sus 
funciones.//g)  Convocar al municipio a consultas populares, para los fines 
establecidos en esta Ley y su Reglamento.//h) Promover un desarrollo local 
participativo e inclusivo, que contemple la diversidad de las necesidades y los 
intereses de la población.//i)  Impulsar políticas públicas locales para la promoción de 
los derechos y la ciudadanía de las mujeres, en favor de la igualdad y la equidad de  

 
2.2  Autorización de Impuestos Municipales3 
 

Como se explicó y se extrae de la cita del Voto de la Sala Constitucional Nº 5445-
99 y del Código Municipal, uno de los aspectos de la autonomía municipal es la 
autonomía tributaria, o potestad impositiva de la municipalidad, que se manifiesta 
como la iniciativa otorgada al Concejo para la creación, modificación, extinción o 
exención de los tributos municipales, la cual actualmente está sujeta a la 
autorización por parte de la Asamblea Legislativa, en atención a lo señalado en  el 
artículo 121 inciso 13) de la Constitución Política. 
 
Esta facultad (la tributaria) se justifica en la necesidad de la Municipalidad de 
sufragar gastos por los servicios públicos que brinda. De conformidad, la Sala 
Constitucional ha señalado: 
 

“La principal justificación teórica para imponer este tipo de tributo, es la ya tradicional 
en el ámbito del Derecho Municipal, que lo define como la imperiosa necesidad de 
sufragar el costo de los servicios públicos que el particular recibe de la municipalidad; 
es decir, que los negocios comerciales o las actividades lucrativas, según la 
nomenclatura que utiliza el Código Municipal, se ven altamente beneficiados con la 
seguridad, el orden, el aseo y la actividad municipal en general por lo que deben 
contribuir con el Gobierno Local.” (Voto Nº 2197-92) 

 

Como ente autorizante, la Asamblea Legislativa cumple una función tutelar, sea 
remover un obstáculo y no puede ni crear por iniciativa propia esta clase de tributos, 
ni modificarlos, ni extinguirlos. 

 

Cabe señalar en este análisis, que pese a la disposición del 121 inciso 13) 
constitucional, paradójicamente el numeral 1234 de ese cuerpo normativo no le 
otorga a los municipios iniciativa legislativa para los asuntos de su interés, por lo 
que deben gestionar sus proyectos por medio de las otras vías allí previstas.5 

                                                             
3 Ibdem 
4 “ARTÍCULO 123.- Durante las sesiones ordinarias, la iniciativa para formar las leyes le corresponde a cualquier miembro de la 
Asamblea Legislativa, al Poder Ejecutivo, por medio de los ministros de Gobierno y al cinco por ciento (5%) como mínimo, de los 
ciudadanos inscritos en el padrón electoral, si el proyecto es de iniciativa popular…” Ver asimismo el artículo 140 inciso 5) de la 
Constitución. 
5 Oficio ST.207-2009 J, Informe Jurídico sobre el Proyecto de Ley de Reforma a la Ley 7074 “Tarifa de Impuestos Municipales del 
Cantón de La Unión”, elaborado por la Licda. Selena Repetto Aymerich, Jefa del Área Jurídico Hacendaria, bajo la supervisión de la 
Licda. Gloria Valerín Rodríguez, Directora del Departamento de Servicios Técnicos. 
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III. ANALISIS DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL 

Artículo 121 inciso 13)6:  

 

La redacción que se propone justamente es la que elimina la atribución de la 
Asamblea Legislativa de autorizar los impuestos municipales. 
 
Como se explicó en el apartado 2.2 de este informe, la Asamblea Legislativa no 
crea, ni modifica, ni extingue los tributos municipales, ni los exonera de su pago, 
solo ejerce una función tutelar de autorización, es decir, remueve un obstáculo.   
 
Quien crea los impuestos municipales, los modifica, los deroga o, exonera es el 
Concejo Municipal respectivo, el cual envía una fijación tributaria a la Asamblea 
Legislativa, sin que esta pueda modificarla, solo la rechaza o aprueba. 
 
Desde esa perspectiva, la aprobación de esta reforma, en lo que a este inciso se 
refiere, es un asunto de mera conveniencia y oportunidad. 
 
Pese a lo anterior, no omitimos manifestar que la Asamblea Legislativa en ese acto 
de autorización de los impuestos municipales, ejerce un control político, con el 
ánimo de constatar de que existen los motivos que justifican la carga tributaria a 
imponer al administrado. 
 
Para mayor abundamiento, compartimos las intervenciones de dos diputados de la 
constituyente, a la hora de la discusión del artículo 121 inciso 13, específicamente 
respecto a la autorización de los impuestos municipales: 
 

“Diputado González Herran, dijo que la autonomía de que van a gozar las 
municipalidades no es absoluta, como tampoco es absoluta la soberanía de la 
propia Asamblea Legislativa, a la que se le imponen ciertas restricciones. Las 
municipalidades deben tener también sus limitaciones. No se está pretendiendo 
que las municipalidades se gobiernen como moros sin señor, sino que se está 
consignando el principio que las municipalidades son delegación directa del pueblo 
y para la buena administración de las mismas están sometidas a las restricciones 
necesarias”. 
 
“Diputado Baudrit González, (…) Pero no es cierto que a las municipalidades se 
les esté dando libertad absoluta para disponer del manejo de los fondos 
comunales. Al contrario, hay una moción presentada para que los presupuestos 
municipales sean aprobados y fiscalizados por la Contraloría General de la 
República. Además, se aprobó ya que la Asamblea Legislativa es la llamada a 
autorizar los impuestos municipales”. 

 
                                                             
6 Informe Jurídico AL-DEST- IJU- 186-2018, Informe Jurídico Proyecto de Reforma Constitucional, Expediente N° 19.329, elaborado por 
Alex Piedra Sánchez. 
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Como se desprende de lo anterior, la intención del constituyente siempre fue ejercer 
una función tutelar respecto a los impuestos municipales. 
 
Artículo 174: 
 

Este artículo busca que cada municipalidad apruebe sus tarifas de licencias para 
actividades lucrativas y no lucrativas, así como las demás tasas y contribuciones. 
 
Con esta reforma, ya no tendrían las municipalidades que proponer los proyectos de 
tarifas de impuestos municipales a la Asamblea Legislativa, sino que ellas mismas 
aprobarían sus propias tarifas, así como las tasas y contribuciones. 
 
Es importante que se establezca claramente que una vez aprobado los impuestos 
municipales, se debe enviar el acuerdo municipal para su debida publicación, al Diario 
Oficial La Gaceta, puesto que resulta indispensable salvaguardar los principios de 
publicidad, de legalidad, seguridad jurídica y razonabilidad. 
 
Asimismo, el acto jurídico que establecería el tributo o el impuesto sería un acuerdo 
municipal, que puede ser objetado o impugnado de acuerdo al artículo 173 
constitucional.7 

Por último, respecto a la vigencia de los tributos, se llama la atención que se debe 
establecer en caso de que el acuerdo no lo indique, en cuantos días después 
entrarían a regir después de su publicación en el Diario Oficial La Gaceta, pues de 
ello depende la eficacia de la norma y no se puede aplicar los 10 días previstos para 
las leyes en el 129 constitucional, pues es un supuesto diferente.  Se recomienda 
regularlo de alguna manera en el artículo. 
 
Ahora bien, en relación a que los regidores de cada municipalidad tendrán 
responsabilidad civil y/o penal por las faltas que cometan en ejercicio de la potestad 
aquí señalada, es criterio de esta asesoría que tal situación puede ser contrario al 
principio de legalidad, seguridad jurídica, así como el principio de tipicidad reconocido 
por nuestra jurisprudencia constitucional; esto por cuanto no establece la norma las 
conductas que serían objeto de sanción, lo cual podría ser considerado 
inconstitucional.  
 

                                                             
7 ARTÍCULO 173.- Los acuerdos Municipales podrán ser: //1) Objetados por el funcionario que indique la ley, en forma de veto razonado; 
2) Recurridos por cualquier interesado. //En ambos casos si la Municipalidad no revoca o reforma el acuerdo objetado o recurrido, los 
antecedentes pasarán al Tribunal dependiente del Poder Judicial que indique la ley para que resuelva definitivamente”.   
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Artículo 184: 

 
Modifica el inciso 2) del artículo 184 de la Constitución Política, el cual incluye dentro 
de los deberes y atribuciones de la Contraloría, el examinar las tarifas de licencias 
para actividades lucrativas y no lucrativas, así como las demás tasas y 
contribuciones que establezcan las municipalidades, aprobar o improbar sus 
presupuestos y los de las instituciones autónomas, así como fiscalizar su ejecución 
y liquidación.  

Es menester indicar que la modificación de este inciso traería consigo una nueva 
atribución a la Contraloría General de la República, la cual es la de examinar las 
tarifas de licencias de las municipalidades, sin embargo, la redacción del artículo no 
es la adecuada esto por cuanto en el mismo inciso se establecerían dos atribuciones 
a la Contraloría, mismas que deberían regularse en incisos distintos. 

Asimismo, queda claro que lo que le corresponde a la Contraloría es únicamente 
examinar, lo cual es distinto a aprobar o improbar, aspecto que debe ser valorado 
por las y los diputados. 
 
TRANSITORIO ÚNICO: 

Establece que las leyes de impuestos municipales que se encuentren vigentes, a la 
fecha de entrada en rigor de esta reforma, mantendrán su condición siempre que el 
respectivo concejo municipal no acuerde una variación, en cuyo caso los nuevos 
montos ya no tendrán que ser autorizados por la Asamblea Legislativa.  

Este transitorio es consecuente con el fin que busca la presente reforma 
constitucional. 

 
IV. ASPECTOS DE TÉCNICA LEGISLATIVA 

 

En atención a una sana aplicación de la técnica legislativa, se sugiere revisar la 
redacción del inciso 2) del artículo 184. 
 
 

V. ASPECTOS DE TRÁMITE 

Votación  

 

De conformidad con el artículo 195 incisos 4) y 7) de la Constitución Política, esta 
propuesta requiere de una votación no menor a los dos tercios del total de los 
miembros de la Asamblea Legislativa, sea treinta y ocho votos, para su aprobación, 
tanto en primera como en segunda legislatura. 
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Delegación  

 
Las reformas parciales de la Constitución Política son indelegables en Comisiones 
Permanentes con Potestad Legislativa Plena, según se desprende de lo dispuesto 
en el artículo 124 párrafo tercero de la Carta Magna.  

Consultas  

 
En atención a los artículos 10 de la Constitución Política, y 96 y siguientes de la Ley 
de la Jurisdicción Constitucional, Nº 7135 de 11 de octubre de 1989, este proyecto 
debe ser objeto de una consulta preceptiva legislativa previa ante la Sala 
Constitucional, después de su aprobación en primer debate de primera legislatura.  
 

Asimismo, es de consulta obligatoria a todas las Municipalidades. 

 
VI. NORMAS JURÍDICAS RELACIONADAS CON EL PROYECTO DE LEY 

 
Constitución Política 
 

 Inciso 13) del artículo 121, en cuanto establece la atribución de la Asamblea 
Legislativa de autorizar impuestos municipales 

 Artículo 169 y siguientes, en cuanto regulan el régimen municipal. 
 

Leyes 

 Ley de Jurisdicción Constitucional, Nº 7135 del 11 de octubre de 1989 y sus 
reformas. 

 

 
Elaborado por: lbm 
/*lsch// 15-10-2019 
c. archivo 
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